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La propuesta prifsta para integrar una sala de apelaci6n en el 

Tribunal Federal Electoral, con aptitud para calificar en última instancia 

las e lecciones, permitirá que se dxploren caminos nunca antes recorridos 

en ~~~xico. Se propone un mecanismo que involucra a la. Suprema Corte de Jus 

ticia de la Naci6n en asuntos electorales, pero se la deja aparte en la 

toma misma de las decisiones. De esa manera, con riesgos reducidos para 

ese cuerpo, se refuerza su prestancia frente a los otros poderes, al mis­

mo t i empo que se intentan nuevas f6rmulas para contribuir a la credibili-

dad electoral. 

Cuando ni se imaginaba las altas cun1bres (el liderazgo del Senado, 

la Secretaria de Educaci6n PÚblica, la precandidntura presidencial) a que 

lo c l evar!a su amigo Niguel de la Nadrid, el ahora diputado Higuel Gonzll-

lez Avelar escribi6 un libro que será pertinente leer de nuevo. se titula 

La Suprema Corte y la pol!tica. Es una singular y bien lograda invcstiga­

ci6n , principamente con base jurisprudencia!, sobre el modo en que la Cor 

te ha interveni ~ o en asuntos electorales. Fue es crita a finnles ' de 1978, 

cuando estaban recién estrenadas, pero aun sin aplicaci6n a los hechos, 

lns normas que dentro de la reforma pol{tica de 1977 di eron a la Corte su 

m~s reciente intervenci6n en la política electoral, cuando fue cr eado el 

recur so de reclamaci6n, de vida breve.~~MX1»XXN*X1MX1~~XX~~K~. 

Conviene ins istir en que ahora la Corte no será, como tal, respon-

sable de resolver cuestiones litigiosas en materia electoral. Si pro spera 

la posici6n pri!sta (y de seguro correrá con buena suerte, porque es tam­

bién la posici6n panista, y el PRD no le hará el feo) la Corte elaborará 

una lista de miembros de la judicatura federal (hay r a zones para presumir 

que exclusiva. o principalmente ministros de la propia Cot~ te,), a.~nrjti~ . cs'o 

no se ha precisado) de entre los cuales una mayoría calificada de la c6rna 
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para cada proceso electoral 

ra de Diputados escoger6fa cuatro que, presidididos por quien haga esa 

funci6n habitualmenteen el Tribunal Federal Electoral, resolverán en lilti-

mu i nstancia las impugnnciones a lo que el propio tribuna l haya resuelto 

en s u acci6n calificadora de las elecciones. Pero de todos modos se trata 

de una atri~uci6n del cuerpo judicial más importante de la federaci6n y 

por lo tanto conviene explorar si ha sido positiva o negativa la interven 

ci6n de la Corte en temas electorales. Para eso ayuda el libro de González 

A velar. 

Acaso porque la infortunada de6isi6n del presi :·ente de ese tribu­

nal en 1876, don Jos~ ~~rla Igl esias, de anular por sí y sin juicio previo 

las elecciones que presuntamente gan6 don Sebasti6n Lerdo de Tejada, dio 

mal olor a la intervenci6n de la Corte en ese g~nero de asuntos, el gran 

juez que fue don Ignacio L. Vallarta recomend6 que por razones de asep s ia, , 
...., 

para que los jjuzga dores no se contaminaran, debÍa dejarse a la Corte al ~ 

margen de las querellas electorales. De alll naci6 la reticencia que el 

prop i o tribunal, y buena parte de la sociedad ha tenido r especto de su 

injerencia en cuestiones electorales. La Corte fue investida de la facul 

tad de investigar, en ciertas condiciones, la violaci6n al voto plÍbJico. 

Y su actividad en tal sentido fxa ha sido magra y errática, signos de su 

escas a gana para incorporarse de modo pleno a ese terreno crucial de la 
...; 

vida pliblica que es la actividad electoral. ~ 
~ 

Gonzlllez Avelar es partidario ele que lo haga. Quizá ahpra que for ~ 

ma parte de la cámara, repita en la tribuna cuando el tema sea, debatido, 

el alegato final de su libro: 

"Las reformas cons titucionales q~e permiten suscitar la intervenci6n .l 
~ 

l de l a Suprema Corte para dictaminar en relaci6n a violaciones de derechos 
políticos, vienen parcialmente a colmar un vacío en la defensa de los de­
rechos políticos de los particulares, y en el tratamiento jurídico de los S 
confJictos a que da lugar la lucha para integrar los 6rganos estatales de 
elecci6n popular. ¿por qu~ no pe r mitir, entonces, que la bien probada res ~ 
ponsabilidad y competencia de la Corte Suprema participe de las ·in.q.uiet~- ~ 
des de la nep6blica y ocupe los esQacios que una arrogante concepci6n de . 
lo político s e ha reservado para siT ~ 

nna pesad o por ' muchos años la idea ele que la. s upr ema Corte debe ~er ~ 
s f> 1 o un nod er ara cliri.mi r los nerroc i os ele los p ~trt1 c ul a r es ; e s nc ce sar 1. 0 
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caj6n de sastre 

Ex militantes de partidos como el Comunista Mexicano , el Revolucionario 

de los Trabajad~s (trosquista) y el Popular Socialista , han lanzado una 

iniciativa . ~~fundaci6n socialista. Se proponen realizar una con­

sulta que concluya dentro de tres me ses , el 6 y 7 de noviembre (fecha, la 

última , conmemorativa de la Revoluci n bolcheviqu en lo que fue y es 
~ 

de nuevo Rusia). A partir de un folleto titulado Por la ~fundaci6n del _ 

socialismo. Textos para una consulta , políticos de izquierda como Eduardo 

~~ntes , H ctor Ram rez Cu6llar , Edgar Sánc~ez, Joel Ortega buscan promo­

ver "un procewo de revisi6n del pasado de nuestro movimiento , de reflexi6J 

cr tica de la sotuaci n actual del socialismo mexicano, de elaboraci6n te¡ 

rica y program tica , pero tambi~n de acci6n pol!tica y, en ese marco , de 

reencuentro de los socia istas de diversas tendencias, orígenes y expe­

riencias . De ese proceso puede nacer una nueva identidad socialista revo 

lucionaria que no sea mera continuidad de corrientes identificada s o re-

present tivas del marxismo leninismo, del trosquismo, maoísmo , guevaris-

mo , de ninguna otra del pasado, ni de una que suponga la evoluci n gradua~ 
capitalismo 

del XBKiaiixmK al socialismo, pues ste ee orienta a a renovaci6n ra-

dical de la sociedad". Los promotores prev~n la posibilidad de no margi-

narse de la actuaci6n e ectoral inmediata, de cara a 1994. Sin embargo, 

expresaron su desacuerdo con "la ten encia que se expresa en los últimos 

dias a qurerer reducir todas las opciones pol ' iticas del pa{s a un esque 

ma tripartidista o bipartidista. No puede decirse desde el poder, autori 

tariamente , cuántas opciones son suficientes para el pueblo mexicano". 
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a propuesta priista para integrar 

Luna sala de apelación en el Tribu­
nal Federal Electoral, con aptitud 

para calificar en última instancia las 
elecciones, permitirá que se exploren 
caminos nunca antes recorridos en 
México. Se propone un mecanismo 
que involucra a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en asuntos elec­
torales, pero se la deja aparte en la 
toma misma de las decisiones. De esa 
manera, con riesgos reducidos para 
ese cuerpo, se refuerza su prestancia 
frente a los otros poderes, al mismo 
tiempo que se intentan nuevas fórmu­
las para contribuir a la credibilidad 
electoral. 

Cuando ni se imaginaba las altas 
cumbres (el liderazgo del Senado, la 
Secretaría de Educación Pública, la pre­
candidatura presidencial) a que lo ele­
varía su amigo Miguel de la Madrid, el 
ahora diputado Miguei Gp.nzález A velar 
escribió un libro que será 'Pertinente leer 
de nuevo. Se titula La Suprema Corte y 
la política. Es una singular y bien logra­
da investigación, principalmente con 
base jurisprudencial, sobre el modo en 
que la Corte ha intervenido en asuntos 
electorales. Fue escrita a finales de 
1978, cuando estaban recién estrenadas, 
pero aún sin ;¡plicación a los hechos, las 
normas que dentro de la reforma política 
de 1977 dieron a la Corte su más recien­
te intervención en la política electoral, 
cuando fue creado el recurso de recla­
mación, de vida breve. 

Conviene insistir en que ahora la 
Corte no será, como tal, responsable de 
resolver cuestiones litigiosas en materia 
electoral. 

La Cámara de Diputados escogerá 
para cada proceso electoral a cuatro que, 
presididos por quien haga esa función 
habitualmente en el Tribunal Federal 
Electoral, resolverán en última instancia 
las impugnaciones a lo que el propio 
tribunal haya resuelto en su acción cali­
ficadora de las elecciones. Pero de todos 
modos se trata de una atribución del 
cuerpo judicial más importante de la 
federación y por lo tanto conviene ex­
plorar si ha .sido positiva o negativa la 
intervención de la Corte en temas elec­
torales. Para eso ayuda el libro de Gon­

zález A velar. 
Acaso porque la infortunada deci­

sión del presidente de ese tribunal en 
1876, don José María Iglesias, de anular 
por sí y sin juicio previo las elecciones 
que presuntamente ganó don Sebastián 
Lerdo de Tejada, dio mal olor a la inter­
vención de la Corte en ese género de 
asuntos, el gran juez que fue don Igna­
cio L. Vallarta recomendó que por razo­
nes de asepsia, para que los juzgadores 
no se contaminaran, debía dejarse a la 
Corte al margen de las querellas electo­
rales. De allí nació la reticencia que el 
propio tribunal, y buena parte de la so-

ciedad ha tenido respecto de su injeren­
cia en cuestiones electorales. La Corte 
fue investida de la facultad de investi­
gar, en ciertas condiciones, la violación 
al voto público. Y su actividad en tal 
sentido ha sido magra y errática, signos 
de su escasa gana para incorporarse de 
modo pleno a ese terreno crucial de la vida 
pública que es la actividad electoral. 

González A velar es partidario de que 
lo haga. Quizá ahora que forma parte de 
la Cámara, repita en la tribuna cuando 
el tema sea debatido, el alegato final de 
su libro: 

"Las reformas constitucionales que 
permiten suscitar la intervención de la 
Suprema Corte para dictaminar en rela­
ción a violaciones de derechos políticos, 
vienen parcialmente a colmar un vacío 
en la defensa de los derechos políticos 
de los particulares, y en el tratamiento 
jurídico de los conflictos a que da lugar 
la lucha para integrar los órganos esta­
tales de elección popular". 

Cqjon de Sastre 

Exmilitantes de partidos como el Co­
munista Mexicano, el Revolucionario 
de los Trabajadores (trosquista) y el Po­
pular Socialista, han lanzado una inicia­
tiva de refundación socialista. Se propo­
nen realizar una consulta que concluya 
dentro de tres meses, el 6 y 7 de noviem­
bre (fecha, la última, conmemorativa de 
la Revolución bolchevique en lo que fue 
y es de nuevo Rusia). A partir de un 
folleto titulado Por la refundación del 
socialismo. Textos para una consulta, 
políticos de izquierda como Eduardo 
Montes, Héctor Ramírez Cuéllar, Edgar 
Sánchez, Joel Ortega buscan promover 
"un proceso de revisión del pasado de 
nuestro movimiento, de reflexión crítica 
de la situación actual del socialismo me­
xicano, de elaboración teórica y progra­
mática, pero también de acción política 
y, en ese marco, del reencuentro de los 
socialistas de diversas tendencias, orí­
genes y experiencias. De ese proceso 
puede nacer una nueva identidad socia­
lista revolucionaria que no sea mera 
continuidad de corrientes identificadas 
o representativas del marxismo lerúrús­
mo, del trosquismo, maoísmo, guevaris­
mo, de ninguna otra del pasado, ni de 
una que suponga la evolución gradual 
del capitalismo al socialismo, pues éste 
se orienta a la renovación radical de la 
sociedad". Los promotores prevén la 
posibilidad de no marginarse de la ac­
tuación electoral inmediata, de cara a 
1994. Sin embargo, expresaron su de­
sacuerdo con "la tendencia que se ex­
presa en los últimos días a querer re­
ducir todas las opciones políticas del 
país a un esquema tri partidista o bipar­
tidista. No puede decirse desde el po­
der, autoritariamente, cuántas opcio­
nes son suficientes para el pueblo me­
xicano". 


